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 RESUMEN 
 
En este trabajo se realiza un análisis frente a la “Debida Diligencia” que ha asumido el 
Estado Colombiano en  la investigación de graves violaciones a derechos humanos y la 
aplicación de los principios generales propuestos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos; y que, a través del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) se ha 
implementado unos principios que deben ser tenidos en cuenta por los Estados parte de la 
Organización de Estados Americanos (OEA),  al momento de realizar investigaciones de 
delitos crueles, tomando como referencia la sentencia masacre de Mapiripán vs. Colombia, de 
fecha 15 de septiembre de 2005 y la masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, de fecha 31 de 
enero de 2006. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 INTRODUCCIÓN 
 
Durante décadas en Colombia, debido al conflicto armado que acongoja a la Nación, 
se han perpetrado innumerables eventos lamentables entre ellos masacres en lugares apartados 
donde la institucionalidad es precaria y dicha circunstancia fomenta que los grupos al margen 
de la ley cometan actos atroces en contra de civiles; y que en algunas ocasiones,  con ayuda o 
participación de algunos  agentes del Estado.  Las víctimas del conflicto reclaman justicia,  
ante un Estado que en la mayoría de las ocasiones es inoperante y que  cuyo  deber principal,  
es ser garante de todos los derechos de la población. La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos,  ha fortalecido su actuar y ha fomentado en los últimos años estrategias para que 
las autoridades tengan la debida diligencia en la investigación de graves violaciones a 
derechos humanos. 
La Corte Interamericana ha desarrollado en sus sentencias el concepto denominado 
“Debida Diligencia” y con ello, se acompañan de seis principios generales que se deben 
aplicar para la investigación de violaciones de derechos humanos.  El Centro por la Justicia y  
el Derecho Internacional (CEJIL) al respecto de la “Debida Diligencia”  en la investigación a 
las graves violaciones a derechos humanos, establece seis  principios,  que deben prevalecer 
en el orden jurídico de los Estados parte,  para garantizar el acceso a la justicia.  Siendo el 
primero de ellos:    El Principio de Oficiosidad: La investigación debe desarrollarse de oficio 
por parte de las autoridades competentes; como segundo el Principio de Oportunidad: La 
investigación debe iniciarse de manera inmediata, ser llevada a cabo en un plazo razonable y 
ser propositiva; seguido como tercero el Principio de Competencia: La investigación debe ser 
realizada por profesionales competentes y empleando los procedimientos apropiados; cuarto 
el Principio de Independencia e Imparcialidad:  Independencia e imparcialidad de las 
autoridades investigadoras; el quinto el Principio de Exhaustividad: La investigación debe 
agotar todos los medios para esclarecer la verdad de los hechos y proveer castigo a los 
responsables y por último el Principio de Participación de las Víctimas y sus Familiares:  La 
investigación debe desarrollarse garantizando el respeto y participación de las víctimas y sus 
familiares, con los cuales se busca un análisis en cuanto al cumplimiento y aplicación de 
dichos principios por parte del Estado colombiano frente a las graves violaciones de derechos 
humanos derivadas de hechos atroces ocurridos en su territorio. 
        Para el estudio de la “Debida Diligencia”  en la Investigación de Graves violaciones a 
Derechos Humanos; y en  la aplicación de los principios, tomaremos como referente  la sentencia 
masacre de Mapiripán vs. Colombia de fecha 15 de septiembre de 2005 y la masacre de Pueblo 
Bello vs. Colombia, de fecha 31 de enero de 2006; en la cual enfatizaremos nuestro estudio, para 
determinar  si el Estado Colombiano contempla las investigaciones oportunas, imparciales y 
seguras que conlleven a la identificación, enjuiciamiento  y sanción de quienes cometan 
atropellos o violaciones de derechos humanos.   
        Una vez terminado nuestra investigación motivo de estudio;  podremos concluir si el estado 
Colombiano es garantista de la tutela efectivo de los derechos humanos,  si ante  la “Debida 
Diligencia” se permite  esclarecer las circunstancias en las que ocurrieron los hechos que generan 
responsabilidad,  constituyendo un paso necesario para el conocimiento de la verdad por parte de 
los familiares de las víctimas y la sociedad, así como el castigo de los responsables y el 
establecimiento de medidas que prevengan la repetición de las violaciones a los derechos 
humanos. 
 
 
 
 
CAPITULO I 
 
 
ESTUDIAR SI EN COLOMBIA SE DA LA DEBIDA DILIGENCIA EN LA 
INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS.  
 
La “Debida Diligencia” en la investigación de graves  violaciones  de derechos 
humanos adquiere gran importancia para el Estado comprometido o que hace parte de la 
Organización  de Estados Americanos (OEA) o que ratificaron o incluyeron en su legislación 
interna, la Convención Interamericana de Derechos Humanos.  Esta situación obliga a que el 
Estado Colombiano,  como miembro activo, realice las investigaciones rigurosas, frente a las 
presuntas acusaciones de violación de derechos humanos. 
La investigación de la violación de determinado derecho sustantivo puede ser un 
medio para amparar, proteger o garantizar ese derecho. La obligación de  
investigar “adquiere particular intensidad e importancia ante la gravedad de los 
delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados”, incluso hasta 
alcanzar esa obligación, en algunos casos, el carácter de jus cogens. En casos de 
ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, tortura y otras graves 
violaciones a los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la 
realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y 
efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para la protección de 
ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad personal, la 
integridad personal y la vida. (De León, Krsticevic, & Obando, 2010. p.3).  
 
En ese orden de ideas y tomando de apoyo  el concepto tomado del texto de El Centro por 
la Justicia y  el Derecho Internacional (CEJIL), “Debida Diligencia en la Investigación de 
Graves Violaciones a Derechos Humanos”, podemos concluir que en el Estado 
Colombiano, si bien ha adoptado en su legislación los  principios para la “Debida 
Diligencia” que la CIDH ha desarrollado en sus sentencias, vemos como en el estudio y 
análisis de las sentencias del Caso La Masacre de Mapiripán vs. Colombia. (15 de 
septiembre de 2005) y del Caso La Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. (31 de enero de 
2006) esta “Debida Diligencia” no se ha llevado activa y eficazmente, dentro de un plazo 
razonable, bajo los criterios de una buena investigación  y con el establecimiento, 
juzgamiento y sanción de  los responsables por los hechos de la masacre; y así como 
tampoco la reparación integral de las víctimas y sus familias.  
 
CAPITULO II 
 
 
ANALIZAR LA APLICACIÓN EN COLOMBIA DE LOS SEIS PRINCIPIOS 
GENERALES QUE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DESARROLLA EN SUS SENTENCIAS Y QUE SE DEBEN APLICAR PARA LA 
INVESTIGACIÓN DE ESTOS HECHOS DE VIOLACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS. 
 
PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD 
 
Dicho principio hace referencia a la obligación imperativa del Estado de dar inicio a 
las respectivas actuaciones en los eventos que exista una situación lesiva de los derechos, es 
deber del Estado realizar todas las actividades tendientes al esclarecimiento de todos los 
hechos donde se presenten violaciones a derechos, determinar los responsables, establecer las 
respectivas sanciones y realizar la debida reparación. Cuando las autoridades omiten su deber 
serio de realizar exhaustivamente las respectivas investigaciones generan un espacio de 
permisividad traducido en impunidad e injusticia. 
Este principio de oficiosidad debe prevalecer en los eventos donde están en riesgo 
derechos como la vida, la integridad personal y la libertad; debe ser el principio primordial 
para poder garantizar la tutela efectiva de los derechos, en el artículo segundo de la 
Constitución Política de Colombia viene explícitamente enunciado los fines esenciales del 
estado, la garantía de principios, derechos y deberes, adicionalmente  el deber de protección 
del estado a través de sus instituciones, autoridades o entes “las autoridades de la República 
están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias, y además derechos y libertades” (Constitución Política, 1991), cuando las 
autoridades al servicio del Estado son inoperantes en dichas investigaciones se genera 
impunidad y es allí donde las víctimas acuden a instancias internacionales pues el orden 
interno no ofrece las garantías necesarias para su debida protección y/o reparación. 
La situación de violación de derechos humanos resulta más gravosa y lesiva cuando 
las conductas que constituyen violaciones a derechos son realizadas por agentes  del Estado o 
dichos agentes prestan su colaboración para que se lleven a cabo, como por ejemplo en la 
masacre ocurrida en Mapiripán en el departamento del Meta, en el que las fuerzas militares 
permitieron el acceso sin ningún tipo de restricción de un grupo de paramilitares que 
asesinaron y desaparecieron a muchos miembros de una comunidad indefensa y desprotegida 
porque altos mandos militares coadyuvaban en la comisión de delitos atroces, como lo 
manifestó en su momento el juez promiscuo municipal de Mapiripán, Leonardo Iván Cortés 
Novoa en una declaración rendida ante la fiscalía general de la nación,  
El señor Leonardo Iván Cortés Novoa, en ese entonces Juez Promiscuo                         
Municipal de Mapiripán, alarmado por la incursión de las AUC, se comunicó con la 
Procuraduría Delegada para Derechos Humanos y con el Tribunal Superior del   
Distrito Judicial del Meta, el cual se abstuvo de realizar actuaciones investigativas. 
(Cortés, 1997. p.46). 
 El Estado a partir del conocimiento de las situaciones violatorias de derechos humanos 
debe ser diligente, debe agotar todos los recursos legales de manera que se garanticen 
investigaciones serias y efectivas, la Corte IDH en su jurisprudencia ha indicado que una vez 
el Estado tiene conocimiento de la grave violación a derechos debe actuar oficiosamente,  
La investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, 
especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. (De León, 
Krsticevic, & Obando, 2010. p.33).  
 
 
Los Estados tienen la obligación de realizar investigaciones exhaustivas cuando se 
tengan indicios de circunstancias que puedan configurar violaciones graves de derechos 
humanos, aun así no haya instaurada una denuncia, el Estado oficiosamente debe iniciar la 
investigación pertinente para cada caso. Esta investigación tiene como fin determinar la 
naturaleza del caso, identificar a los victimarios y finalmente procesar a los responsables.  
 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
Este principio hace referencia a la inmediatez con la que debe actuar el Estado una vez 
tenga conocimiento del hecho que está generando violación a derechos humanos, dicho 
principio tiene como fundamento la prontitud al  momento de recolectar pruebas frente al 
hecho gravoso, para dar esclarecimiento de la verdad y las respectivas sanciones a los 
responsables. Cuando sobrevienen dilaciones en la investigación, se da paso a un amplio 
margen de impunidad, pues se corre el riesgo de ocultar los detalles del hecho, frente al 
principio de oportunidad la corte ha señalado lo siguiente, 
El no iniciar de manera inmediata la investigación de posibles violaciones de derechos 
humanos representa una falta al deber de debida diligencia, pues se impiden actos 
fundamentales como la oportuna preservación y recolección de la prueba o la 
identificación de testigos oculares. (De León, Krsticevic, & Obando, 2010. p.35).  
  
En el caso de la masacre de Mapiripán no se dio cumplimiento a dicho principio de 
oportunidad, a pesar del aviso del juez promiscuo a las autoridades sobre la incursión 
paramilitar, hubo omisión frente a la alerta y dicha incursión se prolongó durante 5 días,  
tiempo durante el cual los paramilitares lograron desaparecer gran cantidad de evidencias de 
aquella masacre, como lo indican los testimonios presentados ante la Corte Interamericana, 
señalando lo siguiente, 
Los paramilitares permanecieron en Mapiripán desde el 15 hasta el 20 de julio de 1997, 
lapso durante el cual impidieron la libre circulación a los habitantes de dicho municipio, 
y torturaron, desmembraron, desvisceraron y degollaron aproximadamente a 49 
personas y arrojaron sus restos al río Guaviare. Además, una vez concluida la 
operación, las AUC destruyeron gran parte de la evidencia física, con el fin de obstruir 
la recolección de la prueba. (Caso Mapiripán vs. Colombia, 2005). 
 
La falta de inmediatez y cooperación de las autoridades frente a este hecho de 
violación a derechos humanos como lo fue la masacre de Mapiripán, evidenció, la 
inaplicabilidad del principio de oportunidad para poder garantizar a las víctimas el 
esclarecimiento de los hechos. 
Frente al principio de oportunidad la Corte IDH ha manifestado que, 
 
El derecho de acceso a la justicia no se agota con el trámite de procesos internos, sino 
que éste debe además asegurar, en tiempo razonable, el derecho de la presunta víctima o 
sus familiares, a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y 
para que se sancione a los eventuales responsables, una demora prolongada constituye 
en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. (De León, 
Krsticevic, & Obando, 2010. p.37).  
 
El principio de oportunidad requiere la celeridad y garantía de individualización de los 
responsables de las graves violaciones de derechos humanos, en el caso de la masacre de 
Pueblo Bello dicho principio no se cumplió con la debida diligencia del caso, pues la 
aplicación de dicho principio requiere de un tiempo razonable y resultados satisfactorios en la 
investigación que permitan a las víctimas o sus familiares conocer la verdad de los hechos, 
frente al caso de la masacre de Pueblo Bello y el principio de oportunidad la Corte IDH señalo 
lo siguiente, 
Si bien el 26 de mayo de 1997, transcurridos siete años de los hechos, se profirió una 
condena en primera instancia contra diez personas, del caso se desprende la 
participación de aproximadamente 60 personas. Sólo tres de los diez condenados 
cumplen pena privativa de libertad; la mayoría de las órdenes de captura proferidas 
contra las personas condenadas en ausencia no han sido ejecutadas. La falta de 
vinculación de varios de los partícipes en los hechos, sumada a la falta de ejecución de 
la captura de la mayoría de las personas condenadas in abstentia, constituye una 
manifestación de retardo en la administración de justicia. (Caso Pueblo Bello vs. 
Colombia, 2006). 
 
El principio de oportunidad busca finalmente que las autoridades actúen de manera  
diligente aun cuando las víctimas o sus familiares no hayan dado inicio a las investigaciones, 
todo con el fin de evitar perdida de pruebas o elementos importantes y así facilitar el 
esclarecimiento de la verdad y la búsqueda de la justicia. 
 
PRINCIPIO DE COMPETENCIA 
 
La debida diligencia en la investigación de graves violaciones a derechos humanos 
debe realizarse bajo el principio de competencia que indica que quienes asumen la tarea 
investigativa deben tener la idoneidad y el manejo procedimental adecuado que requiere la 
investigación, en el caso de la masacre de Mapiripán, se evidenció un conflicto de 
competencia entre la jurisdicción ordinaria y la justicia penal militar, frente a la 
responsabilidad de los miembros de la fuerza pública en dicha masacre lo que generó dilación 
en el proceso investigativo. 
La Corte IDH ha propendido fijar criterios para las investigaciones como la 
cooperación entre profesionales idóneos y todos los recursos técnicos, tecnológicos entre las 
autoridades. 
Las investigaciones de graves violaciones a derechos humanos requiere el trabajo 
interdisciplinar de personal calificado para garantizar resultados efectivos, según informe 
presentado por la perito Robin Kirk ante la Corte IDH sobre la masacre de Mapiripán en 
Colombia se ve viciada la imparcialidad de las investigaciones debido a los retrasos 
prolongados y justificados, señalando que, 
Los procedimientos que tienen que ver con crímenes contra la humanidad no son 
conducidos independiente e imparcialmente. En todos los casos las responsabilidades 
son claras y las autoridades saben con precisión y detalle quiénes ordenaron los 
crímenes, cuánto costaron, quiénes los planearon y ejecutaron, cómo y cuándo fueron 
llevados a cabo y a quiénes se beneficiaron con ellos. A pesar de todo esto, ninguno de 
dichos casos ha culminado con una investigación, sentencia o juicio creíble. 
Finalmente, existe una gran falla para proteger la seguridad física y psicológica, así 
como la dignidad, la identidad y la privacidad de las víctimas, los testigos y los 
investigadores, lo cual les niega su derecho a la justicia. (Caso Mapiripán vs. Colombia, 
2005).  
 
El principio de competencia implica la debida diligencia en la investigación de graves 
violaciones de derechos, de personal capacitado, competente y la aplicación de 
procedimientos adecuados en la recolección de pruebas, en el caso de la masacre de Pueblo 
Bello se inaplicó dicho principio debido a la indiligencia y negligencia de las autoridades 
según lo manifestado por la Corte IDH, 
La negligencia de las autoridades judiciales encargadas de examinar las circunstancias 
de la masacre mediante la recolección oportuna de pruebas in situ, no puede ser 
subsanada con las tardías diligencias probatorias para buscar y exhumar restos mortales 
en el cementerio de San Antonio de Montería y en otras localidades, que la Fiscalía 
General de la Nación reinició a partir de febrero de 2003, es decir, más de 13 años 
después de ocurridos los hechos. Las insuficiencias señaladas pueden ser calificadas 
como graves faltas al deber de investigar los hechos, pues han afectado una efectiva o 
mejor identificación de los cuerpos encontrados y la determinación del paradero de 37 
de las 43 presuntas víctimas que permanecen desaparecidas. (Caso Pueblo Bello vs. 
Colombia).  
 
PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD DE LAS 
AUTORIDADES INVESTIGADORAS 
 
Este principio persigue la debida diligencia en la investigación considerando alejar de 
la misma, las autoridades o agentes que hayan participado en la realización o ejecución de las 
conductas violatorias de derechos humanos, en aras de garantizar el debido proceso y ofrecer 
garantías jurisdiccionales en las cuales los perpetradores no tengan ningún tipo de intromisión 
o alteración de la misma. En cuanto este principio la corte IDH ha señalado que, 
Los Estados deben garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como 
juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio, y así inspiren la 
confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad 
democrática. (De León, Krsticevic, & Obando, 2010. p.41). 
 
 
  El principio de imparcialidad exige independencia tanto subjetiva como objetiva en la 
investigación, en cuanto a la subjetividad el juez debe eliminar prejuicios y parcialidades, en 
cuanto a la objetividad debe dar aplicación a todos los recursos legales disponibles, en 
relación a dicho principio por ejemplo la Corte IDH ha manifestado que,  
Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la 
justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido 
proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso 
a la justicia. Ello debido a que es razonable considerar que los funcionarios del fuero 
militar carecen de la imparcialidad e independencia requeridas por el artículo 8.1 de la 
Convención Americana para investigar violaciones de derechos humanos cometidas por 
militares de una manera eficaz y exhaustiva. (De León, Krsticevic, & Obando, 2010. p. 
42).  
 
 
El principio de imparcialidad en relación con la masacre ocurrida en pueblo bello 
Antioquia se vio inaplicado toda vez que por pruebas testimoniales de algunos paramilitares 
fue evidente la participación de algunos miembros de la fuerza pública, las graves violaciones 
de derechos humanos que implican la participación de miembros de la fuerza pública deben 
ser sometidos a una justicia imparcial, al estar amparados por la justicia penal militar no se 
generan garantías procesales, imparcialidad ni el debido proceso, por ello la corte en la 
sentencia Masacre de Pueblo Bello considero lo siguiente,  
La asignación de parte de la investigación a la justicia penal militar viola los derechos a 
la protección judicial y a las garantías al debido proceso. En el presente caso se verificó 
la intervención de la justicia militar en el juzgamiento de un miembro del Ejército 
presuntamente involucrado en los hechos. La jurisdicción penal militar no satisface los 
estándares de independencia e imparcialidad requeridos por el artículo 8.1 de la 
Convención, como foro para examinar, juzgar y sancionar casos que involucran 
violaciones de los derechos humanos. (Caso Pueblo Bello vs. Colombia).  
 
 
En reiterados eventos donde se logra vislumbrar la participación activa de miembros 
de la fuerza pública o cualquier agente del estado en la comisión de graves violaciones a 
derechos humanos, se requiere un proceso libre de parcialidades, con el fin de que no se 
puedan generan actos de corrupción, pérdida de pruebas, dilaciones injustificadas, pues al no 
existir esa independencia entre el investigado y el ente investigador,  no existe legitimo acceso 
a la justicia, para la Corte la justicia penal militar en el caso de la masacre de Pueblo Bello, no 
hizo esfuerzos  necesarios para  llevar a cabo la investigación de estas graves violaciones, la 
corte frente a dicha circunstancia señaló que “la jurisdicción penal militar no era la vía 
apropiada para investigar hechos como los cometidos en el presente caso, por lo que la 
investigación realizada pudo haber dejado a posibles responsables de los hechos en la 
impunidad”. (Caso Pueblo Bello vs. Colombia).  
 
Finalmente cuando se logra aplicar el principio de independencia e  imparcialidad se 
generan garantías procesales y protección de los derechos humanos. 
 
PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD 
 
 
Este principio hace alusión al deber de las autoridades de agotar todos los medios que 
tenga a su disposición ya sean estos legales, técnicos, tecnológicos que permitan lograr el 
esclarecimiento de las hechos en los cuales se presentan graves violaciones a derechos 
humanos, se requiere de un trabajo arduo, constante y minucioso que permita en el término 
más  inmediato establecer las causas, las responsabilidades y garantizar un verdadero acceso a 
la justicia a la víctimas y que este sea eficaz.  
Frente a este principio de exhaustividad la Corte IDH ha señalado lo siguiente, 
La investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, 
especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. (De León, 
Krsticevic, & Obando, 2010. p.43). 
 
El principio de exhaustividad requiere ciertos presupuestos que permitan a futuro ser 
soporte de la investigación como lo ha señalado la Corte en reiterada jurisprudencia como por 
ejemplo identificar la víctima, recuperar material probatorio, identificar testigos, determinar 
las circunstancias en cuanto al modo, tiempo y lugar, identificar las personas que participaron 
en los hechos y someterlos a la justicia. En el caso de la masacre de mapiripán se evidenció la 
inaplicabilidad de este principio, la Corte IDH señalo lo siguiente,  
La negligencia de las autoridades judiciales encargadas de examinar las circunstancias 
de la masacre mediante la recolección oportuna de pruebas in situ, no puede ser 
subsanada con las loables pero tardías diligencias probatorias para buscar restos 
mortales en el fondo del río Guaviare, que la Fiscalía General de la Nación inició hasta 
diciembre de 2004, es decir, más de ocho años después de ocurridos los hechos. (Caso 
Mapiripán vs. Colombia, 2005).  
 
En el caso de la masacre de Pueblo Bello también hubo negligencia de las autoridades, 
una vez se produjo el rapto de 43 de los habitantes del pueblo, sus familiares acudieron ante 
las autoridades pero la respuesta no fue diligente ni se aprecia la aplicación de dicho principio 
de exhaustividad como lo señala la Corte IDH, “aproximadamente una semana después de 
ocurridos los hechos, algunos familiares de las personas desaparecidas, acompañados por 
personal de la Procuraduría, revisaron la base militar para verificar si los secuestrados se 
encontraban allí, pero no encontraron a nadie”. (Caso Pueblo Bello vs. Colombia, 2006). 
En el caso de la masacre en Pueblo Bello en Antioquia y frente al principio de 
exhaustividad es notoria la ausencia de garantías judiciales en la investigación de esta grave 
violación de derechos humanos, no hubo respuesta inmediata de los entes estatales que 
pudieran garantizar a las víctimas y sus familias el esclarecimiento de los hechos tanto así que 
a pesar de ser 43 víctimas, finalmente frente a la negligencia del Estado en la investigación,  
solo se pudo  tener conocimiento y certeza de lo ocurrido con tan solo 6 de ellas,  frente a 
dicha situación la Corte IDH consideró lo siguiente,  
Que las investigaciones realizadas en Colombia respecto de los sucesos de Pueblo 
Bello, en procedimientos llevados a cabo por la justicia penal ordinaria y la militar, la 
justicia disciplinaria y la contencioso administrativa, muestran graves fallas que han 
socavado la efectividad de la protección prevista en la normativa nacional e 
internacional aplicable en este tipo de casos y han llevado a la impunidad de ciertos 
hechos delictuosos que constituyen, a la vez, graves violaciones de los derechos 
humanos consagrados en las disposiciones de la Convención. (Caso Pueblo Bello vs. 
Colombia, 2006).  
 
 PRINCIPIO DE PARTICIPACIÓN DE LAS VÍCTIMAS Y SUS FAMILIAS 
 
 
El principio de participación de las víctimas y sus familias propone que ante el hecho 
gravoso de violación a derechos humanos,  las  víctimas tengan acceso a la jurisdicción sin 
ningún tipo de impedimento o dilación, es deber del Estado garantizar que las víctimas o sus 
familiares estén en  todas las etapas del proceso en aras de que las mismas ejerzan su derecho 
a las garantías judiciales, en cuanto a este principio la Corte ha indicado que “ el Estado debe 
asegurar que los familiares tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e 
instancias de dichas investigaciones y procesos, de acuerdo con la ley interna y las normas de 
la Convención Americana”. (De León, Krsticevic, & Obando, 2010. p.45).  
La debida diligencia en la investigación de las graves violaciones de derechos 
humanos se cumple cuando las autoridades logran ofrecer garantías a los familiares, cuando 
además de ello son tenidos en cuenta sus aportes testimoniales, la información recolectada por 
los investigadores debe ser precisa y debe evitar las repeticiones innecesarias pues se 
causarían perturbaciones a los familiares. 
Se hace necesario establecer confianza entre la institucionalidad y las víctimas;  la 
Corte IDH ha señalado que es necesario  que, 
Durante el proceso de investigación y el trámite judicial, las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, o sus familiares, deben tener amplias oportunidades para participar 
y ser escuchados, tanto en el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los 
responsables, como en la búsqueda de una justa compensación. (De León, Krsticevic, & 
Obando, 2010. p.118).  
 
En el caso de la masacre en Pueblo Bello las autoridades no lograron ofrecer garantías 
procedimentales a los familiares de las víctimas, que permitieran  realizar su reconocimiento 
de sus familiares en un tiempo razonable, no hubo acompañamiento estatal por lo cual se 
evidenció negligencia en la investigación y pérdida de aportes valiosos para el 
esclarecimiento de los hechos así como del paradero de las víctimas, hubo una tardía 
respuesta del Estado como lo señaló la Corte IDH, 
Es clara la negligencia de las autoridades encargadas de las exhumaciones y del 
personal del hospital durante las diligencias de reconocimiento de cadáveres en el 
Hospital San Jerónimo de Montería. Los familiares de las personas desaparecidas en 
Pueblo Bello recibieron poca o ninguna información o colaboración por parte de esas 
autoridades, por lo que debieron proceder por sí mismos al examen de los cadáveres, 
que se encontraban en estado de descomposición y tirados en el piso del anfiteatro de 
dicho hospital. (Caso Pueblo Bello vs. Colombia, 2006). 
. 
El principio de participación de las víctimas busca garantizar el derecho a la verdad, 
íntimamente ligado al derecho de las víctimas de acceder a la justicia, de ser representados, de 
realizar sus aportes, ser escuchados, tutelar sus derechos, realizar investigación y juzgamiento,  
para la Corte IDH el derecho a la verdad implica el “acceso a la justicia, como una justa 
expectativa que el Estado debe satisfacer a las víctimas de violaciones de derechos humanos y 
a sus familiares y como una forma de reparación”. (Caso Pueblo Bello vs. Colombia, 2006).  
 
El Estado logra ofrecer las garantías  necesarias de inclusión de las víctimas en la 
búsqueda de la verdad cuando permite que estas formulen pretensiones, alleguen material 
probatorio y que estos sean analizados con seriedad por las autoridades y así lograr el fin 
último de una investigación, esclarecimiento de hechos, establecimiento de responsabilidades, 
sanciones, penas y finalmente reparación. 
 Frente a un evento de violación de derechos humanos el Estado,  debe tratar a las 
víctimas con humanidad, y  respeto a su dignidad. 
Por otra encontramos que en el desarrollo de este principio de participación de las 
víctimas y sus familias, contempla la reparación integral de las personas que han sido objeto 
de violaciones y atropellos de bienes jurídicamente tutelados;  los Estados partes que se  han 
acogido o ratificado en su jurisprudencia o legislación,  la Convención Americana de 
Derechos Humanos, tienen la responsabilidad de respetar o acatar los principios que hemos 
venido referenciado en esta investigación.  Parte de este compromiso se ve reflejado en la 
decisión asumida por la Corte, la cual hace referencia en el numeral 1.3 Caso Caballero 
Delgado y Santana Vs. Colombia (1997), Capítulo III La Reparación Integral en la 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,   
Otro caso fallado por la Corte Interamericana corresponde al denominado “Caballero 
Delgado y Santana Vs. Colombia”, en el que se declaró la responsabilidad internacional 
del Estado Colombiano por violar el derecho a la vida y a la libertad personal de 
Isidro CABALLERO Y María del Carmen SANTANA. (Clavijo Cáceres & 
Guerra Moreno, 2015. p.119). 
 
CAPITULO III 
 
DETERMINAR SI EFECTIVAMENTE EN COLOMBIA SE DA CUMPLIMIENTO DE 
LAS CONDENAS O REPARACIÓN INTEGRAL A LAS QUE HA SIDO OBJETO DE 
SANCIÓN.  
 
                  Teniendo como referencia la sentencia del Caso La Masacre de Mapiripán vs. 
Colombia. (15 de septiembre de 2005). Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
sentencia del  Caso La Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. (31 de enero de 2006). Corte 
Interamericana de Derechos Humanos;  ambas objeto de estudio,  se puede establecer que en 
cuanto a las Medidas Reparatorias ordenadas por la CIDH al Estado Colombiano, no se le han 
dado cabal  cumplimiento; vemos dentro de las Reparaciones Ordenadas, tales como: Realizar 
inmediatamente las debidas diligencias para activar y completar eficazmente, en un plazo 
razonable, la investigación para determinar la responsabilidad de la totalidad de quienes 
participaron en la masacre; se encuentra aún en  proceso ante la Fiscalía General de la Nación; 
otras de las medidas ordenadas tenemos: Realizar un pago por daño material y por daño 
inmaterial a los familiares de los desaparecidos, y por costas y costos; encontramos que El 
Estado no ha cumplido con esta obligación. Ignorando los poderes conferidos por los familiares 
de las víctimas a sus representantes judiciales para que estos revisaran y recibieran el pago, el 
gobierno realizo un pago parcial a las víctimas por medio de un Banco; y liquido de manera 
inadecuada el tipo de cambio y los intereses moratorios; y además,  puso en riesgo la vida de las 
víctimas y familiares, al hacer pública la noticia de reparaciones pecuniarias, dando lugar a 
extorciones y amenazas por parte de los victimarios. 
 
Valga la pena resaltar que en cuanto a la Reparación Integral a que tienen derecho las 
víctimas y sus familias, el Estado Colombiano se ha quedado a medias en el sentido, como 
se expresa que,  
La Reparación Integral debe entenderse como el derecho de la víctima a obtener las 
condiciones para la transformación y restauración de su condición afectada por el hecho 
vulnerador, derecho que se expresa en diversas formas, entre ellas las medidas de 
reparación como indemnización, rehabilitación, restitución, satisfacción y garantía de 
no repetición. (Clavijo Cáceres & Guerra Moreno, 2015. p.73). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
 
El Estado colombiano ha sido negligente en múltiples casos de violación a derechos 
humanos como en el caso de las masacres de Mapiripán y Pueblo Bello, casos en los cuales ha 
sido vencido el Estado en instancias internacionales como la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, por su reiterada indiligencia y negligencia en el esclarecimiento de 
hechos que constituyen violaciones de derechos, durante la investigación se evidenció la 
inaplicabilidad de los principios propuestos por el Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL) en cuanto a la debida diligencia en la investigación de graves 
violaciones a derechos humanos, en el análisis realizado sobre estos casos de masacres 
ocurridos en el territorio, no se ha logrado garantizar el debido proceso, no se pudo concretar 
en alguno de los casos en estudio,  el paradero de las víctimas, las investigaciones de dichas 
masacres omitieron la aplicación de los principios como oficiosidad tan pronto sucedieron los 
hechos, se presentaron diversos conflictos de competencias que produjeron dilaciones, no se 
realizaron las investigaciones bajo el principio de oportunidad lo que produjo pérdida de 
pruebas, debido a la parcialidad y la intervención de las diversas jurisdicciones, se retrasó el 
proceso investigativo sin obtener resultados satisfactorios para las víctimas, las autoridades 
omitieron el principio de exhaustividad al realizar las investigaciones en tiempos irracionales 
que dieron paso a la desaparición de pruebas y responsabilidades y finalmente hubo poco 
acceso a la justicia para los familiares de las víctimas, especialmente en los casos que los 
procesos fueron tramitados por la justicia penal militar, limitando sus garantías judiciales, por 
dichas circunstancias las víctimas acudieron a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
al notar la ausencia de garantías en el orden interno y siendo condenado el Estado por su 
responsabilidad frente a estas graves violaciones de derechos humanos. 
  
Finalmente el Estado colombiano a partir de año 2005 y 2006 después de que la CIDH 
profiriera fallos en su contra por los casos de la masacre de Mapiripán y Pueblo Bello;  y,  
siguiendo las  recomendaciones de dichos fallos ha propendido dar instrucciones y ajustar el 
ordenamiento jurídico en defensa de los derechos humanos, especialmente a los miembros de 
las fuerzas militares, en aras de proteger los bienes jurídicamente tutelados y sobre todo el 
derecho a la vida. 
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